
JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.2
OVIEDO
SENTENCIA: 00082/2016.
Juicio Ordinario nº 587/2015.

SENTENCIA

      En Oviedo, a seis de abril de 2016.

      Vistas por María Fidalgo Fidalgo, Magistrado del Juzgado de Primera Instancia nº 2 de esta ciudad, las presentes actuaciones de Juicio Ordinario que, bajo el nº 587/15, se siguen a instancia del Procurador Sra. Isart García, en representación de Don Eduardo Donaire Yáñez y Doña Carmen Fernández López, asistidos por el Letrado Sr. Fernández-Mijares Sánchez, frente a Don Juan Manuel Fernández Suárez, LETRAS ATLÁNTICAS S.L. y Don Fernando Romero García, representados por el Procurador Sra. García Sánchez y asistidos por el Letrado Sr. Bernal del Castillo y Don Cándido González Carnero, representado por el Procurador Sr. Muñiz Solís y asistido por el Letrado Sra. González Álvarez y en el que ha sido parte el Ministerio Fiscal y atendiendo a los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

       PRIMERO. El Procurador Sra. Isart García, en la representación indicada, formalizó demanda de juicio ordinario frente a las personas identificadas en el encabezamiento de esta resolución, en la que suplica que se dicte sentencia en la que:

a) se declare que el artículo periodístico reseñado en esta demanda, publicado en el nº 36 de la revista ATLÁNTICA XXII y titulado “El amigo de los empresarios”, “Suzuki regaló e Eduardo Donaire una moto Burgman” es una intromisión ilegítima en el derecho al honor de los demandantes y ha vulnerado el citado derecho fundamental; 

b) se condene solidariamente a los demandados, o a quien de entre ellos resulte responsable, a publicar íntegramente la sentencia estimatoria que se dicte en el presente procedimiento en la revista ATLÁNTICA XXII, en lugar destacado, con tratamiento tipográfico preferente, en una página y con la misma difusión pública que tuvo en su momento la revista;
c) se condene solidariamente a los demandados, o a quien de entre ellos resulte responsable, a que a su costa, publiquen y difundan el contenido íntegro de la sentencia a través de internet en los mismos medios y redes sociales en que apareció tanto el artículo como las noticias o comentarios relacionados con el mismo y
d) se condene conjunta y solidariamente a los demandados a indemnizar a los actores, por los daños y perjuicios causados, en la cantidad de 30.000 euros o subsidiariamente, en la cantidad que el Juzgado establezca ponderadamente, más el interés legal desde la interposición de la demanda de conciliación, todo ello con imposición de costas a los demandados.

      Admitida a trámite la demanda, fueron emplazados los demandados, que contestaron, oponiéndose y solicitando la  desestimación de las pretensiones de los demandantes y el Ministerio Fiscal, que contestó en los términos obrantes en autos.

      SEGUNDO. El día 17 de diciembre de 2015 se celebró la audiencia previa. Una vez fijado el objeto del proceso y sin que se lograse acuerdo entre las partes, se continuó el acto, con la proposición de prueba documental, interrogatorio de parte y testifical, siendo admitida la que se estimó pertinente y útil, que se practicó en el acto del juicio, celebrado el 29 de marzo de 2016, quedando los autos, a continuación, vistos para sentencia.

FUNDAMENTOS DE DERECHO
      PRIMERO. La parte demandante ejercita una acción de tutela de su derecho al honor, en base al artículo 18 de la Constitución española y a lo dispuesto en la LO 1/1982, de 5 de mayo, de Protección Civil del Derecho al Honor, la Intimidad Personal y Familiar y a la Propia Imagen. Expone que en el número 36 de la revista ATLÁNTICA XXII, publicado en enero de 2015, aparece un artículo, en su página 9, suscrito por Fernando Romero, titulado “El amigo de los empresarios”, “Suzuki regaló e Eduardo Donaire una moto Burgman”, en el que se vierten afirmaciones claramente injuriosas contra los actores y su familia, que no se corresponden con la realidad y cuya única finalidad es atentar contra el derecho al honor del Sr. Donaire y de su esposa, publicando asimismo una entrada en la página de Facebook de la revista, compartida en numerosas ocasiones y en la que constan comentarios ofensivos. Las expresiones que los demandantes estiman lesivas para su honor son: “Suzuki regaló a Eduardo Donaire una moto Burgman”, “Se le conocen participaciones en diferentes Consejos de Administración de diversas empresas”, “Donaire tiene un piso en primera línea de playa de Gijón…valorado en más de 100 millones de las antiguas pesetas”, “Suzuki le regaló una Burgman de 250 cc que vendió hace dos años”, “Según Cándido González Carnero (…) favoreció el cierre de la empresa japonesa. Tiene un coche BMW muy potente, “González Carnero entiende su nivel de vida porque ha firmado varios ERE en astilleros y empresas del metal, lo que le permite vivir en una opulencia total. En la mesa de negociación no tiene escrúpulos. No cumplió nada de lo que dijo en el sector naval. En Armón nunca defendió a los trabajadores. Si en algo destaca es como impostor”, “Como jefe es temido. Inspira miedo a los trabajadores, utiliza el chantaje para que firmen los que les pide. Es el típico dirigente sindicalista que interesa a la patronal”, “Cándido dice que colocó a su mujer en Carrefour, lo sabe todo el mundo”, que califican de falsas.

      Don Juan Manuel Fernández Suárez, LETRAS ATLÁNTICAS S.L. y Don Fernando Romero García se oponen a la demanda, comenzando por referirse al actor, dirigente sindical de la UGT de Asturias, Secretario de la Federación del Metal, Construcción y Afines (MCA-UGT), afiliado al PSOE e integrante de su Comité Federal y de la Federación Socialista de Asturias (FSA), llevando más de treinta años ostentando cargos en el sindicato, yendo ya por su cuarto mandato al frente de la MCA, siendo notorios tanto su cargo como la relevancia del mismo y sus intervenciones en la vida política, sindical y económica de Asturias y a los demandados, periodistas que ejercen su profesión desde hace más de veinte años, en diversos medios, siendo LETRAS ATLÁNTICAS la editora de la revista ATLÁNTICA XXII, cuya línea editorial se basa en la divulgación e investigación de hechos de relevancia pública, política, sindical, económica, social y cultural, sin finalidad comercial, manteniéndose con déficit y con una pequeña tirada, de unos 1.800 ejemplares, pagando pequeñas cantidades a los redactores. En el caso de UGT, la revista lleva varios números publicando artículos en los que se hace eco de las investigaciones iniciadas por la UCO de la Guardia Civil a raíz de los escándalos de corrupción que asolan al sindicato, centrando aquéllos en los dirigentes del sindicato, sus relaciones con los dirigentes del partido socialista y del mundo empresarial, su influencia en la vida política, económica y social y las grandes cantidades de dinero público manejado con escasos controles y las diversas investigaciones policiales y judiciales, resultando muy llamativo que los actores nada digan sobre las profusas informaciones facilitadas acerca de todas esas cuestiones, limitándose a unas expresiones de un limitado alcance en el contexto descrito, máxime cuando el Sr. Donaire se ha negado siempre a hablar con periodistas de la revista para contrastar las informaciones. Se refiere asimismo la contestación a Don Cándido González Carnero, dirigente sindical de la Corriente Sindical de Izquierdas (CSI), que trabajó en el sector naval, conocedor de todas las cuestiones aludidas y muy crítico con la actuación de los grandes sindicatos. Respecto al contenido del artículo, se dice que no fue intención de la revista menoscabar la honra de los actores, sino ejercer su derecho a la libertad de información y de expresión, habiendo intentado que el actor diese una entrevista, a lo que se negó, justificando a continuación cada una de las expresiones, en las que no existen términos injuriosos, tratándose de informaciones veraces y de opiniones de los periodistas de la revista y de terceros, referidas a personajes públicos y vertidas en un contexto de temas de relevancia pública. Se alude también a la escasa difusión de la revista, que el propio demandante calificó de publicación marginal y de escaso alcance. 
      Don Cándido González Carnero coincide, en esencia, en los términos de su oposición a las pretensiones de los demandantes.          

      SEGUNDO. La reciente sentencia del Tribunal Supremo de 16 de febrero de 2016 resume la jurisprudencia propia y del Tribunal Constitucional más relevante en la materia que nos ocupa, citando las STC 216/2013, de 19 de diciembre y sentencias de esta Sala 375/2013, de 5 de junio, 5/2014, de 14 de enero y 423/2014, de 30 de julio, entre las más recientes, en los siguientes términos: 

1º) El artículo 20.1.a ) y d) de la Constitución , en relación con su artículo 53.2, reconoce como derechos fundamentales especialmente protegidos mediante los recursos de amparo constitucional y judicial el derecho a expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o cualquier otro medio de reproducción y el derecho a comunicar y recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión y su artículo 18.1 reconoce con igual grado de protección el derecho al honor. 

La libertad de expresión tiene un campo de acción más amplio que la libertad de información porque no comprende, como ésta, la comunicación de hechos, sino la emisión de juicios, creencias, pensamientos y opiniones de carácter personal y subjetivo. Por su parte, la libertad de información comprende la comunicación de hechos susceptibles de contraste con datos objetivos y tiene como titulares a los miembros de la colectividad y a los profesionales del periodismo.

No siempre es fácil separar la expresión de pensamientos, ideas y opiniones, garantizada por el derecho a la libertad de expresión, de la simple narración de unos hechos, garantizada por el derecho a la libertad de información, toda vez que la expresión de pensamientos necesita a menudo apoyarse en la narración de hechos y a la inversa. Según la STC 216/2013, de 19 de diciembre, «la distinción no es baladí pues la veracidad, entendida como diligencia en la averiguación de los hechos, condiciona la legitimidad del derecho a la información, requisito que, sin embargo, no es exigible cuando lo que se ejercita es la libertad de expresión, pues las opiniones y juicios de valor no se prestan a una demostración de su exactitud, como sí ocurre con los hechos». La jurisprudencia concluye que cuando concurren en un mismo texto elementos informativos y valorativos es necesario separarlos y sólo cuando sea imposible hacerlo habrá de atenderse al elemento preponderante. 

Ambas son libertades fundamentales que encuentran su límite, especialmente, en el respeto a los derechos de la personalidad, entre los que se encuentra el derecho al honor.

2º) El derecho al honor protege frente a atentados en la reputación personal entendida como la apreciación que los demás puedan tener de una persona, independientemente de sus deseos, impidiendo la difusión de expresiones o mensajes insultantes, insidias infamantes o vejaciones que provoquen objetivamente el descrédito de aquella.

3º) Dado que el derecho al honor tampoco es un derecho absoluto y se encuentra a su vez limitado por el ejercicio de las libertades de expresión e información, de darse un conflicto, debe ser resuelto mediante técnicas de ponderación constitucional teniendo en cuenta las circunstancias del caso. Se entiende por ponderación la operación en la que, tras la constatación de la existencia de una colisión entre derechos, se examina la intensidad y trascendencia con la que cada uno de ellos resulta afectado, con el fin de elaborar una regla que permita, dando preferencia a uno u otro, la resolución del caso mediante su subsunción en ella.

La técnica de ponderación exige valorar el peso abstracto de los respectivos derechos fundamentales que entran en colisión y desde este punto de vista, la ponderación debe respetar la posición prevalente que ostentan tanto el derecho a la libertad de expresión como el derecho a la libertad de información por resultar esenciales como garantía para la formación de una opinión pública libre, indispensable para el pluralismo político que exige el principio democrático. Además, ese juicio de ponderación en abstracto debe atender a que el ejercicio de la libertad de expresión, según su propia naturaleza, comprende la crítica de la conducta de otro, aun cuando sea desabrida y pueda molestar, inquietar o disgustar a aquel contra quien se dirige, pues así lo requieren el pluralismo, la tolerancia y el espíritu de apertura, sin los cuales no existe sociedad democrática.

4º) La técnica de ponderación exige valorar en segundo término el peso relativo de los derechos en conflicto. Desde esta perspectiva, en cada caso concreto esa preeminencia en abstracto de las libertades de expresión e información puede llegar a revertir a favor de los derechos al honor, a la intimidad y a la propia imagen, para lo cual debe tenerse en cuenta, en lo que ahora interesa, los siguientes parámetros:

a)Para que pueda considerarse justificada una intromisión en el derecho al honor es preciso que la información o la expresión se refiera a asuntos de relevancia pública o interés general, ya sea por la propia materia a la que aluda la noticia o el juicio de valor, ya sea por razón de las personas, esto es, porque se proyecte sobre personas que ejerzan un cargo público o una profesión de notoriedad o proyección pública. Tal proyección pública se reconoce por razones diversas, no sólo por la actividad política, también por la profesión, por la relación con un importante suceso, por la trascendencia económica y por las relaciones sociales de diversa naturaleza, entre otras circunstancias.

La jurisprudencia de esta sala es coherente con la doctrina del Tribunal Constitucional sobre el máximo nivel de eficacia justificadora del ejercicio de las libertades de expresión e información frente al derecho al honor cuando los titulares de este son personas públicas, ejercen funciones públicas o resultan implicados en asuntos de relevancia pública (SSTC 107/1988, de 8 de junio, 110/2000, de 5 de mayo y 216/2013, de 19 de diciembre). 

De ahí que, en lo que ahora interesa, la jurisprudencia venga admitiendo que se refuerza la prevalencia de las libertades de expresión e información respecto del derecho de honor en contextos de noticias o críticas en materia urbanística o de contratación pública, sirviendo de ejemplo de esta doctrina las recientes STC 216/2013, de 19 de diciembre y sentencias de esta sala 422/2014 y 423/2014, ambas de 30 de julio, la segunda de las cuales a su vez cita las sentencias 375/2013, de 5 de junio y 923/2001, de 11 de octubre y se expresa en el sentido de que la información y la crítica sobre posibles irregularidades en esta materia «es una cuestión de una relevancia y de un interés público intenso, en el sentido de noticiable o susceptible de difusión, para conocimiento y formación de la opinión pública» y ello, no sólo por afectar a personas con relevancia pública sino por la propia materia afectada, que se califica como «de gran relevancia política, social y económica, como es el respeto por los partidos políticos y empresarios promotores a las reglas de planeamiento, a la adecuación de la política urbanística al bien común y a los principios de buen gobierno (entre ellos especialmente el de transparencia) en relación con los beneficios económicos obtenidos mediante la construcción», concluyendo que la crítica pública en esta materia no sólo es lícita «sino necesaria para hacer efectivo el derecho de los ciudadanos a conocer cómo se gobiernan los asuntos públicos. Y en este sentido es natural que no sólo resulten afectados los que ejercen el gobierno, sino también todas las personas relacionadas de una u otra manera con la actividad que es objeto de censura». 

b) Constituye un requisito para que la libertad de información resulte amparada por la protección constitucional que sea veraz, debiendo entenderse la veracidad como el resultado de una razonable diligencia por parte del informador para contrastar la noticia de acuerdo con pautas profesionales ajustándose a las circunstancias del caso, aun cuando la información con el transcurso del tiempo, pueda más adelante ser desmentida o no resultar confirmada, faltando esa diligencia cuando se transmiten como hechos verdaderos simples rumores carentes de constatación o meras invenciones. La regla constitucional de la veracidad de la información no va dirigida tanto a la exigencia de una rigurosa y total exactitud en la información cuanto a negar la garantía o protección constitucional a quienes, defraudando el derecho de todos a recibir información veraz, actúan con menosprecio de la veracidad o falsedad de lo comunicado, comportándose de manera negligente e irresponsable al transmitir como hechos verdaderos simples rumores carentes de toda constatación o meras invenciones o insinuaciones sin comprobar su realidad mediante las oportunas averiguaciones propias de un profesional diligente, lo que ha entenderse sin perjuicio de que su total exactitud pueda ser controvertida o se incurra en errores circunstanciales que no afecten a la esencia de lo informado.

A diferencia de lo anterior, en la libertad de expresión no es exigible su veracidad para que su ejercicio sea legítimo, puesto que no existen ideas u opiniones veraces o inveraces. Su protección sólo exige que el objeto de crítica y opinión sean cuestiones de interés o relevancia pública y que no se utilicen para su manifestación expresiones inequívocamente injuriosas.

c) En todo caso ni la información ni la opinión o crítica pueden manifestarse a través de frases y expresiones ultrajantes u ofensivas, sin relación con la noticia que se comunique o con las ideas u opiniones que se expongan y por tanto, innecesarias a tales propósitos.

Se ha de evitar en la transmisión de la información el empleo de frases y expresiones ultrajantes u ofensivas, innecesarias para el fin informativo, dado que el artículo 20.1 a) de la Constitución no reconoce un pretendido derecho al insulto. Ni la transmisión de la noticia o reportaje ni la expresión de la opinión puede sobrepasar, respectivamente, el fin informativo o la intención crítica pretendida, dándole un matiz injurioso, denigrante o desproporcionado, debiendo prevalecer en tales casos la protección del derecho al honor. 

El requisito de la proporcionalidad no obliga a prescindir de la concisión propia del lenguaje informativo oral o escrito, salvo cuando, más allá de las necesidades de concisión, se utilicen expresiones que, sin conexión directa con el resto de la narración, sean susceptibles de crear dudas específicas sobre la honorabilidad de las personas.

En relación con ese último punto, de acuerdo con una concepción pragmática del lenguaje adaptada a las concepciones sociales, la jurisprudencia mantiene la prevalencia de la libertad de expresión cuando se emplean expresiones que, aun aisladamente ofensivas, al ser puestas en relación con la información que se pretende comunicar o con la situación política o social en que tiene lugar la crítica experimentan una disminución de su significación ofensiva y sugieren un aumento del grado de tolerancia exigible, aunque puedan no ser plenamente justificables. El artículo 2.1 de la Ley Orgánica 1/1982 se remite a los usos sociales como delimitadores de la protección civil del honor. 

TERCERO. El contenido del artículo, bajo la rúbrica “EL AMIGO DE LOS EMPRESARIOS. Suzuki regaló a Eduardo Donaire una moto Burgman” es el siguiente:

      El otro emporio ugestista en Asturias es el Sindicato del Metal (MCA) que dirige desde hace años con mano de hierro (nunca mejor dicho) Eduardo Donaire. La ejecutiva de este sindicato pone y quita concejales, diputados y otros cargos institucionales. La mayoría de los ejecutivos de MCA no son liberados de otras empresas, sólo dos. Otros cuatro trabajan en exclusiva para UGT. Donaire es un hombre que se vanagloria de controlar la Bolsa y de recomendar a sus afiliados que compren o vendan acciones. A él mismo se le conocen participaciones en diferentes Consejos de Administración de diversas empresas. Sus relaciones con los empresarios son excelentes. Más de 30 años en cargos sindicales le dan solera.

      A veces se le ve en Somió, compartiendo mesa en La Pondala con empresarios. Es íntimo de Serafín Abilio Martínez, el jefe de la patronal asturiana de la construcción y de los empresarios del sector en el que figura como sindicalista. De hecho colocó a sus hijos en las empresas del sector del metal: Ida es trabajadora de Duro Felguera y Santiago trabaja en Arcelor Veriña. Donaire tiene un piso en primera línea de playa en Gijón, en el edificio El Barco, el mismo en el que Marina Pineda tiene otro. Ningún trabajador podría comprarse un piso aquí. Hoy están valorados en más de 100 millones de las antiguas pesetas. Suzuki le regaló una Burgman de 250 cc, que vendió hace dos años. Según Cándido González Carnero, sindicalista de la CSI y ahora en Podemos Gijón, favoreció el cierre de esta empresa japonesa. Tiene un coche BMW muy potente.

      González Carnero entiende su nivel de vida porque “ha firmado varios ERE en astilleros y empresas del metal, lo que le permite vivir en una opulencia total. En la mesa de negociación no tiene escrúpulos. No cumplió nada de lo que dijo en el sector naval. En Armón nunca defendió a los trabajadores. Si en algo destaca es como impostor”. Eso sí, es un hombre al que se le conoce poca vida social. Es discreto. Como jefe es temido. “Inspira miedo a los trabajadores, utiliza el chantaje para que firmen lo que les pide. Es el típico dirigente sindical que interesa a la patronal”. Cándido dice que colocó a su mujer en Carrefour, “lo sabe todo el mundo”.

      El artículo finaliza comentando el dinero que MCA-Asturias gasta en relaciones sociales, en copas, vinos caros, hoteles de cuatro estrellas, aludiendo a una investigación de la UCO sobre el uso de una tarjeta del sindicato.

      Aplicando la doctrina expuesta al caso que nos ocupa, ha de hacerse referencia, en primer lugar, a la relevancia pública o interés general de la información o de la opinión. La proyección pública de Don Eduardo Donaire es un hecho notorio en Asturias y el interés general de toda información u opinión vertida acerca del sindicato UGT resulta incuestionable, máxime en los últimos tiempos, en los que resulta difícil sustraerse a las noticias que sobre dicha organización aparecen en los medios de comunicación, relacionadas con cuestiones que han sido abordadas en los sucesivos números de la revista ATLÁNTICA XXII, como se constata con el examen del ejemplar unido a la demanda y de los aportados por los demandados. 

      En segundo lugar, ha de procederse a distinguir, en el artículo, en la medida en que sea posible, la información de la opinión. 

      Constituyen información las referencias al regalo de la moto por Suzuki, la pertenencia a consejos de administración de empresas y la propiedad de un piso en primera línea de playa, en Gijón.

      El actor aporta la documentación de la moto, lo que obviamente nada significa acerca del modo de adquirirla y un certificado según el cual realizó, en 2006, una transferencia a Motonáutica de una cantidad, que tampoco prueba la compra de la moto Burgman aludida, ya que no se aclara el destino del dinero. En cualquier caso, no es el demandante quien ha de probar que el vehículo fue comprado y pagado por él, sino que son los demandados quienes, en los términos de la doctrina expuesta, han de acreditar que actuaron con la diligencia exigible para tratar de contrastar la información. Don Juan Manuel, al responder al interrogatorio, manifestó que el artículo partía de la investigación de la UGT por parte de la UCO y que el tema de la moto apareció después, al igual que otras cosas que desecharon por falta de confirmación, ya que él sabía que debían ir con especial cuidado porque “iban a ir a por ellos” y así se lo transmitió a Fernando Romero; que éste le dijo que el tema del regalo de la moto lo conocía por varias fuentes, una de ellas Pablo Álvarez, persona cercana a Donaire y otra persona, que no desea revelar su identidad por temor a represalias y que con dos testimonios que consideraban fiables, les pareció suficiente, que es una regla que estudió en la Facultad. Por su parte, Don Pablo Álvarez depuso como testigo y confirmó que fue una de las fuentes de  Don Fernando Romero y respecto al regalo de la moto, manifestó que en una espicha, en Colloto, un miembro de la ejecutiva le dijo que la moto era un regalo que le habían hecho al jefe, confirmando así una noticia que a él ya le había llegado antes. Doña María Jesús Calvo, que trabajó en Suzuki treinta y ocho años y también declaró como testigo, manifestó que en la empresa había una práctica de hacer regalos, con una cuenta de gastos de protocolo y que se oyó el comentario de que a Donaire le habían regalado una moto, comentarios que provenían de la gente de la UGT. 

      En cuanto a la pertenencia del Sr. Donaire a consejos de administración de empresas, la información es lo suficientemente ambigua como para considerarla inocua y desde luego, veraz, como reconoce el propio demandante, siendo cosa distinta que esa participación venga dada por su cargo en el sindicato y partiendo siempre de que no se dice en el artículo que se trate de cargos remunerados. Aparece, además, a renglón seguido de la información sobre las inversiones en Bolsa, que no se ponen en cuestión por la parte actora y lo que sugiere, a mi entender, que obedecen más al objetivo de poner de manifiesto un determinado estilo de vida que a atribuir al Sr. Donaire percepción de retribuciones por esos cargos. Además, ha de añadirse que Don Pablo Álvarez declaró que en su momento hizo indagaciones sobre MECONAF, resultando que tenía entre sus consejeros a varios miembros de la ejecutiva del sindicato y que el Sr. Romero publicó un artículo sobre el tema y a raíz de la polémica, se disolvió la sociedad, disolución que acredita la documental obrante en autos.    

      La afirmación de que el demandante es propietario de un piso en Gijón, en primera línea de playa, no se tacha de la falsa en la demanda, sino que se matiza, en el sentido de que es copropietario del mismo, junto a su esposa y que tiene una superficie de 58,47 metros cuadrados. Tales extremos resultan irrelevantes, puesto que, al igual que en el caso anterior, considero que lo que se pretende con el artículo es poner de manifiesto una contradicción entre un determinado estilo de vida, que incluye una segunda residencia en una ciudad costera y la condición de sindicalista. Lo mismo sucede con el precio que se menciona en la noticia, que no se atribuye al piso propiedad de los demandantes, como afirma la demanda, sino a esa zona de la ciudad, añadiendo que “ningún trabajador podría comprarse un piso aquí” y desde luego, lo que en modo alguno se afirma en el artículo y es más, ni siquiera se sugiere, es que la adquisición de ese inmueble haya sido posible gracias a la obtención de ingresos dudosos. 

      La afirmación de que el Sr. Donaire tiene un BMW se cuestiona en la demanda, en la que se afirma que el actor nunca tuvo un BMW, sino que en la época de la publicación del artículo utilizaba un Citroën C-5 perteneciente a la MCA-UGT. El diccionario de la Real Academia Española de la Lengua define “tener”, en primera acepción, como asir o mantener asido algo y en segunda, como poseer, lo que excluye del término la idea de propiedad. En cualquier caso, lo que ha quedado acreditado es el uso por los dirigentes del sindicato de vehículos de alta gama propiedad de la organización, aunque, eso sí, todos los testigos coinciden al señalar que se trataba de un Audi, incluso los demandados procedieron a rectificar ese error en el nº 37 de la revista. Lo cierto es que, a los efectos que aquí nos ocupan, el error en la marca carece totalmente de relevancia, dada la similitud entre los vehículos, incluido el Citroën C-5 que se acredita que pertenece a la MCA-UGT.

      Es opinión todo cuanto aparece entrecomillado, manifestado por Don Cándido González Carnero, que critica la forma en la que el demandante ejerce su labor sindical.

      Dando aquí por reproducido el contenido de la letra b) del nº 4 del fundamento anterior, se estima cumplido el requisito de veracidad de la información analizada. Respecto a la opinión, en la misma no aparecen expresiones inequívocamente injuriosas y ni en una ni en la otra, se emplean términos ultrajantes ni ofensivos. 

      Ahondando en la cuestión de la veracidad de la información, la sentencia de Tribunal Supremo de 3 de julio de 2015 se pronuncia en los siguientes términos:

      La STS de 13 de febrero de 2015, rec. nº 1135/2013 , recuerda que «en todo caso, la diligencia exigible a un profesional de la información no puede precisarse a priori y con carácter general, sino que depende de las características concretas de la comunicación, al fin, de las circunstancias del caso- sentencias del Tribunal Constitucional 1/2005 , que cita las 240/1992, de 21 de diciembre , y 136/2004, de 13 de julio-» y que «constituye doctrina del Tribunal Constitucional que, para comprobar si el informador ha actuado con la diligencia que le es constitucionalmente exigible, ha de valorarse cuál es el objeto de la información, pues no es lo mismo "la ordenación y presentación de hechos que el medio asume como propia", que "la transmisión neutra de manifestaciones de otro "- sentencia 28/1996, de 26 de febrero-». En este sentido, siguiendo la doctrina del Tribunal Constitucional , el reportaje neutral solo es apreciable cuando las declaraciones recogidas sean por sí noticia y se pongan en boca de personas determinadas responsables de ellas, siendo el medio informativo mero transmisor de tales declaraciones sin alterar la importancia que tengan en el conjunto de la noticia ni reelaborarlas o provocarlas. En tal caso, como afirma la STS de 31 de octubre de 2014, rec. nº 1958/2012 , «la veracidad exigible se limita a la verdad objetiva de la existencia de la declaración, quedando el periodista y medio exonerados de responsabilidad respecto de su contenido ( SSTS 212/2012, de 2 de abril y 126/2013, de 25 de febrero , entre otras)». 

      Sigue diciendo la sentencia de 13 de febrero de 2015 que «[t]ampoco hay que descartar la utilización de otros criterios que pueden ser de utilidad a estos efectos, como "el carácter del hecho noticioso, la fuente que proporciona la noticia, las posibilidades efectivas de contrastarla, etc. "- sentencia del Tribunal Constitucional 21/2000, de 31 de enero -». En relación con esta cuestión, constituye doctrina reiterada que el informador no tiene el deber de hacer constar sus fuentes salvo en el caso del reportaje neutral (por todas, SSTS de 30 de junio de 2009, rec. nº 1889/2006 , y 18 de febrero de 2013, rec. nº 624/2010 ) y que cuando la fuente que proporciona la noticia reúne las características objetivas que la hacen fidedigna, seria o fiable, puede no ser necesaria mayor comprobación que la exactitud de la fuente, mientras que, por el contrario, la remisión a fuentes indeterminadas resulta insuficiente para dar por cumplida la diligencia propia del informador ( STC 21/2000 y STS de 20 de julio de 2011, rec. nº 1903/2011 ). La sentencia de 18 de febrero de 2013, rec. nº 624/2010 , valoró la diligencia del informador considerando suficiente la consulta a tres fuentes distintas y coincidentes («directamente conocedoras de los hechos» ), concluyendo que contrastó la información ofrecida en el artículo con carácter previo a su difusión «sin que fuera preciso que hubiera identificado sus fuentes, pues el informador no tiene el deber de hacer constar sus fuentes, salvo en los supuestos de reportaje neutral» , descartando que actuase de manera negligente o irresponsable en el sentido de trasmitir, como hechos verdaderos, simples rumores carentes de constatación o meras invenciones. En suma, valoró la «razonabilidad de la no-identificación de las fuentes». 

      Por su pertinencia, resultan de especial interés para el caso las recientes SSTS de 30 de julio de 2014, rec. nº 2773/2012 y rec. nº 3183/2012 , ambas referidas a conflictos entre honor y libertades de información y de expresión en asuntos de relevancia pública por razón de la materia (urbanismo) y de las personas implicadas. En la primera sentencia, sobre unas informaciones publicadas en un periódico que implicaba a los demandantes en un caso de corrupción urbanística en la madrileña localidad de Pinto, se reiteró que, aunque para valorar la veracidad de la información debe ponderarse el respeto a la presunción de inocencia, esta Sala viene declarando que esto no se opone a la difusión de una información relativa a la apertura de una investigación policial y judicial contra el autor de un presunto delito que puede afectar al interés público ( SSTS de 8 de abril de 2011, rec. núm. 640/2008, con cita de la STC 129/2009, y 16 de marzo de 2002, rec. núm. 1230/1996 , y 12 de noviembre de 2008), insistiendo en esa misma idea de que la protección de la libertad de información no resulta condicionada por el resultado del proceso penal, de modo que no es obstáculo que el hecho denunciado no se haya declarado probado en un proceso de esta naturaleza. En este punto debe reiterarse que, para la jurisprudencia, el concepto de veracidad no coincide con el de la verdad de lo publicado o difundido, ya que cuando la Constitución requiere que la información sea veraz no está tanto privando de protección a las informaciones que puedan resultar erróneas como estableciendo un deber de diligencia sobre el informador, a quien se puede y debe exigir que lo que transmite como hechos haya sido objeto de previo contraste con datos objetivos ( SSTS de 21 de octubre de 2008, rec. núm. 651/2003 y 24 de noviembre de 2011, rec. núm. 1785/2009 ). 
      Sobre la opinión, resulta de especial interés la sentencia del Tribunal Supremo de 21 de octubre de 2014, que se refiere a un artículo que contiene expresiones ciertamente duras, de crítica a un sindicato, concluyendo el Tribunal que, referidas aquéllas a una persona jurídica notoria y con proyección pública, en relación con una concreta situación política y social, las expresiones utilizadas en el artículo deben ser toleradas en mayor grado, resolviendo el conflicto a favor de la libertad de expresión. Ha de recordarse, además, que Don Cándido es dirigente sindical, hecho también notorio en Asturias y que, por lo tanto, las expresiones que vierta en el seno de una confrontación con un sindicato cuyo modo de actuar no comparte y con sus dirigentes, se ven amparadas por la libertad de expresión en mayor medida que si fueran vertidas por quien carece de aquella condición. 

      Por último, ni en la información ni en la opinión estimo que, en este caso, se hayan empleado términos o expresiones ultrajantes y ofensivos. 

      Mención aparte merece la referencia a la “colocación” de la esposa de Don Eduardo Donaire en el Carrefour, existiendo en este caso más dificultad para definir la expresión como información, puesto que el periodista se limita a transcribir lo dicho por Don Cándido y según resulta de la prueba practicada, tanto de la documental como de la declaración de Juan Manuel Fernández, el propio entrevistado llamó inmediatamente a la revista para decir que había un error en la transcripción, puesto que él había atribuido esa circunstancia a la mujer de otro sindicalista del que también hablaron, Don Justo Rodríguez Braga, de modo que se procedió a la rectificación en el siguiente número de la publicación y también en la versión digital. Estimo que lo expuesto determina una carencia sobrevenida de objeto respecto a este concreto extremo de la demanda.          

      En definitiva, tras el juicio de ponderación, la balanza ha de inclinarse a favor del derecho a la información y la libertad de expresión de los demandados. 

      Resulta de interés transcribir un párrafo de la sentencia del Tribunal Supremo de 23 de octubre de 2015:

      Dado que, como se ha visto, según la doctrina del Tribunal Constitucional y nuestra propia jurisprudencia, las libertades de expresión e información alcanzan el máximo nivel de prevalencia frente al derecho al honor cuando los titulares de éste son personas públicas, ejercen funciones públicas o resultan implicados en asuntos de relevancia pública ( SSTC 107/1988, 110/2000 y 216/2013), y teniendo en cuenta que: (i) el demandante/recurrido era una persona de relevancia pública, por ser presidente de una de las mayores empresas constructoras del país; (ii) el artículo periodístico informaba sobre un caso de posible corrupción económica y política de gran significación en la sociedad española contemporánea; (iii) los datos puramente objetivos (información) eran básicamente ciertos; y (iv) el texto que puede incidir en el derecho al honor del demandante es claramente expresivo de una opinión conectada con los hechos investigados penalmente a los que se refiere en su conjunto la información; el juicio de ponderación ha de inclinarse hacia la primacía de la libertad de expresión sobre el derecho al honor, conforme a los criterios jurisprudenciales antes expuestos. A cuyo efecto, debemos tener en cuenta que la libertad de expresión, según su propia naturaleza, comprende la crítica de la conducta de otro, aun cuando sea desabrida y pueda molestar, inquietar o disgustar a aquel contra quien se dirige ( SSTC 6/2000, de 17 de enero, F. 5; 49/2001, de 26 de febrero, F. 4; y 204/2001, de 15 de octubre, F. 4), pues así lo requieren el pluralismo, la tolerancia y el espíritu de apertura, sin los cuales no existe sociedad democrática (SSTEDH de 23 de abril de 1992, Castells c. España, § 42, y de 29 de febrero de 2000). 
      Por su parte, la sentencia del Tribunal Supremo de 20 de noviembre de 2014, relativa a un artículo que desgrana las propiedades de seis sindicalistas, que ostentaban cargos de relevancia en un partido político, concluye que (…) Por lo demás, es cierto el decisivo papel que corresponde a los titulares de prensa en la transmisión de una noticia y en la subsiguiente configuración de la opinión pública. Ello es así, en principio, porque los potenciales destinatarios del titular son mucho más numerosos que los lectores de la propia noticia (STC 26 de enero 2009; STS 17 de noviembre 2011). Ahora bien, la consideración de "chollo" por su trabajo en un partido político, que aparece en el antetítulo de la noticia, no es susceptible en sí mismo de afectar al honor, sino por el resto de la información publicada, en la que tampoco ninguna afectación se produce de este derecho por el simple relato de la desahogada situación económica de quienes, provenientes del mundo sindical, se vinculan al partido político, o por el hecho de que el periodista, que publica los datos de los que dispone, introduzca una opinión carente de toda intención o alcance injurioso como la que resulta de la posible contradicción entre este patrimonio, obtenido de forma regular, con el giro a la izquierda del partido.
      En virtud de cuanto antecede, procede desestimar la demanda.

      CUARTO. En esta materia se aplica con menor rigor el artículo 394 de la Ley de Enjuiciamiento Civil respecto al criterio del vencimiento, como ha señalado la Audiencia Provincial en numerosas ocasiones, lo que lleva a no establecer condena al abono de las costas.

FALLO

      Que desestimando la demanda formulada por Don Eduardo Donaire Yáñez y Doña Carmen Fernández López frente a Don Juan Manuel Fernández Suárez, LETRAS ATLÁNTICAS S.L. y Don Fernando Romero García y Don Cándido González Carnero, absuelvo a los demandados de las pretensiones frente a ellos deducidas.

      No se realiza condena en costas.

      Notifíquese a las partes la presente resolución contra la que cabe interponer recurso de apelación ante la Audiencia Provincial, a presentar ante este Juzgado en término de veinte días, previa constitución del depósito de cincuenta euros.

      Así lo acuerda y firma María Fidalgo Fidalgo, Magistrado del Juzgado de Primera Instancia nº 2 de Oviedo.

      PUBLICACIÓN. Leída y publicada fue la anterior sentencia por el Juez que la suscribe, estando celebrando audiencia pública en el mismo día de su fecha, doy fe.
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